ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2018 00050 01
 ACCIONANTE: MARTHA ÁNGEL VALENCIA VS. COSMITET LTDA. Y OTRO
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
     Sentencia  – 2ª instancia – 27 de agosto de 2018

Proceso:    
     Acción de Tutela

Radicación Nro:         66001 31 87 001 2018 00050 01

Accionante:                Martha Ángel Valencia 

Accionada:                 Cosmitet Ltda. Y Otro

Magistrado Ponente: Jairo Ernesto Escobar Sanz
Temas:                              
DERECHO A LA SALUD/ ENTREGA MEDICAMENTOS/ EL MÉDICO TRATANTE ES LA PERSONA IDÓNEA PARA ORDENAR LA ATENCIÓN MÉDICA REQUERIDA POR LA USUARIA/ TRATAMIENTO INTEGRAL DERIVADO DE LA PATOLOGÍA “QUERATOCONJUNTIVITIS” / ACCIONANTE PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL/ RECOBRO FOSYGA/ CONFIRMA.
De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que es la oftalmóloga tratante que atiende a la señora  Ángel Valencia es la que tiene el conocimiento tanto técnico como científico para continuar ordenando a la actora el medicamento Lagricel (hialuronato de sodio) y en tal virtud, corresponde a Cosmitet Ltda. suministrar a su afiliada tales gotas.

6.6. Ahora bien, con respecto al tratamiento integral ordenado  por el A quo para el tratamiento para la patología de “queratoconjuntivitis”  sufrida por la señora Ángel Valencia, esta Sala avala tal decisión, toda vez que en este asunto específico la tutelante es una persona de 67 años de edad
, sujeto de especial protección constitucional, quien encuentra menguada su salud ante las enfermedades que ahora la aquejan.  De tal manera, que corresponde a Cosmitet Ltda. garantizarle todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil y con calidad, así mismo, que la atención abarque no sólo los que se encuentren dentro del listado del plan obligatorio salud, sino aquellos que los médicos tratantes consideren pertinentes para restablecer la salud del paciente o para aminorar sus dolencias y que permita llevar una vida en condiciones dignas, así se encuentren excluidos del plan de beneficios, a tal conclusión se llega con fundamento en el precedente de la Corte Constitucional en la que se refirió a que por el principio de integralidad en materia de salud es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. 
(…)

6.7. En lo atinente a la orden de recobro al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FIDUPREVISORA S.A, a fin de que le sean reembolsados los gastos en que incurra Cosmitet Ltda. para el cumplimiento del servicio integral ordenado por el a quo y que no esté obligado a asumir la entidad accionada, por estar excluidos del plan de atención que tiene el afiliado-accionante; es necesario establecer que la Corte Constitucional
 y esta Sala de decisión
 han abordado el tema, concluyendo que el recobro no es una situación que deba debatirse a través del mecanismo excepcional de tutela, ya que las entidades de salud cuentan con los mecanismos y procedimientos idóneos para acceder al reembolso de los dineros de manera directa, sin que medie orden judicial que así lo declare. 
Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno a las órdenes emitidas por el juez de primer nivel y en tal virtud, confirmará el fallo proferido por el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda. 
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de agosto de 2018
Aprobado por Acta No.0708
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial de COSMITET LTDA. frente al fallo emitido el 10 de julio de 2018 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada judicial de la señora Martha Ángel Valencia en contra de esa entidad y del Fondo del Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Narró la apoderada de la señora Martha Ángel Valencia que su mandante es pensionada del Fondo del Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia por lo que se encuentra vinculada en salud a la empresa Cosmitet Ltda. 
Mencionó que la señora Ángel Valencia padece de una patología denominada “Queratoconjuntivis”, motivo por el cual le fue prescrito el medicamento denominado “Lagricel” y el 3 de octubre de 2017 la accionante radicó un derecho de petición ante la empresa Cosmitet Ltda. con el fin de solicitar la entrega del mismo, sin que a la fecha de interposición de la presente acción, hubiera recibido respuesta o el suministro del fármaco requerido. 
Refirió que su poderdante es una persona mayor de 60 años que padece múltiples patologías, razón por la cual requiere controles mensuales, exámenes, medicamentos y en general tratamiento integral para cada una de ellas. 
Las accionadas se niegan a suministrar el medicamento de control requerido, el cual ha sido prescrito por el médico tratante lo que está poniendo en peligro su calidad de vida y su visión, pues corre serio peligro de perder en su totalidad su visión. 
Solicitó que le sean tutelados los derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la dignidad, a un tratamiento oportuno e integral de los cuales es titular la señora Martha Ángel Valencia en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas, el suministro del medicamento denominado “Lagricel” en el menor tiempo posible y a su vez que presten el tratamiento integral de salud dada la patología que padece “Quiroconjuntivitis” (Fls. 2-14). 
Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 15-24.
2.2.  La acción de tutela le había correspondido al Juzgado 2º Civil Municipal de esta capital, despacho que avocó el conocimiento de la misma mediante auto del 21 de junio de 2018 y en el que ordenó vincular a la Fiduprevisora (Fl. 26).
2.3.  Mediante auto del 27 de junio de 2018, el Juzgado 2º Civil Municipal decretó la nulidad de lo actuado por cuanto consideró que el competente para conocer de la presente acción era un juzgado del circuito y remitió las diligencias para que fuera repartidas nuevamente (Fl. 42)
2.4. Mediante auto del 28 de junio de 2018, el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la presente demanda de tutela (Fl. 48).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. COSMITET LTDA. 

Aclaró que esa entidad siempre le ha brindado a la accionante una serie de tratamientos, que en ningún momento se ha negado la valoración de la actora por parte del equipo médico y que prueba de ello es el resumen de la historia clínica que aporta con la respuesta. 

Anotó que el medicamento que requiere la actora sí puede ser reemplazado por otro que está cubierto por el régimen especial al que pertenece la misma, como lo es el producto “Toptear” solución oftálmica estéril, el cual está disponible en la farmacia de Duana de Pereira y que fue el que se le suministró a la paciente, quien se negó a recibirlo por insistir que el que necesita es “Lagricel Ofteno”, pese a que tienen el mismo principio activo y concentración “hialuronato de sodio 4 mgs” y para establecer si existen diferencias en cuanto a ambos productos, se analizan las indicaciones autorizadas en el INVIMA mediante registro sanitario para ambos productos. 

Por lo tanto, concluyó que no se está vulnerando ningún derecho fundamental a la  accionante y consideró que tampoco habría lugar a ordenar el tratamiento integral reclamado, habida cuenta que la tutela no puede ir más allá de la amenaza o la vulneración de los derechos para protegerlos a futuro. 

Solicitó: i) exonerar a Cosmitet Ltda. por no vulnerar los derechos fundamentales de la actora, ii) se declaren la inexistencia del nexo causal entre los derechos presuntamente vulnerados al accionante por parte de Cosmitet Ltda, por estar demostrado el reemplazo del medicamento solicitado y iii) no se brinde el tratamiento integral a la accionante (Fls. 51-52) 

Allegó una copia del certificado de atención médica a la señora Ángel Valencia (Fl. 53).

3.2. FONDO DE PASIVO SOCIAL  - FERROCARRILES NACIONALES DE COLOMBIA 

Hizo referencia a la naturaleza jurídica de la entidad.

Señaló que en el caso en concreto se debe denegar por improcedente el amparo reclamado, toda vez que a la accionante no se la ha negado ni suspendido la atención médica requerida, si no que por el contrario se le ha puesto a su disposición todos los recursos con los que  cuenta la IPS Cosmitet Ltda. para el manejo de su patología.

De conformidad con la pretensión expuesta por la actora manifestó que respecto a la entrega de medicamentos, tal y como lo establece la normatividad vigente, dentro del plan de beneficios  POS y PAC de los usuarios de ferrocarriles nacionales se encuentra claramente establecido el suministro de medicamentos, así como la entrega excepcional de los mismos situación que es de conocimiento del contratista y que debe cumplir a cabalidad. 

Advirtió que la integralidad no implica a priori ordenar y recoger todos los servicios y medicamentos que desee el accionante o su familia. La integralidad está amarrada a lo que el médico tratante considere necesario frente al estado de salud del paciente. 

A su vez recordó que los múltiples pronunciamientos hechos por la Corte Constitucional, en el sentido de que no es el juez de tutela el llamado a pronunciarse respecto al manejo que por los médicos tratantes se le dé a un afiliado al régimen contributivo de seguridad social en salud. 

Solicitó que en caso de que esa dependencia sea condenada al suministro de medicamentos excluidos de la cobertura del plan obligatorio de salud, se ordene el recobro ante la Administradora de Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud el valor que tengan los mismos (Fls. 64-66).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 10 de julio de 2018 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió lo siguiente  (Fls. 73-76):
“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida y a la salud de la señora Martha Ángel Valencia. 
SEGUNDO: Ordenar a Cosmitet Ltda, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de este proveído, le sea autorizado y suministrado a la señora Martha Ángel Valencia el medicamento denominado LAGRICEL, en la dosis y cantidad prescrita por el médico tratante.

TERCERO: Se ordena a Cosmitet Ltda que suministre a la actora el tratamiento integral de forma ágil, eficaz, adecuada, oportuna y eficiente, es decir, deberá la EPS suministrar todo medicamento, procedimiento, hospitalización, cirugía, insumo, aditamento y todo lo que se requiera con el fin de preservar la salud y vida digna, así no se encuentren dentro del POS y que sean ordenados para la recuperación de la enfermedad de la paciente (queratoconjuntivitis)…” 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 12 de julio de 2018, el apoderado judicial de Cosmitet Ltda. allegó un escrito ante el juzgado de primer grado en el que consideró lo siguiente: i) el a quo no valoró el certificado emitido de la entidad con respecto al producto Toptear Solución Oftálmica Estéril (Hialuronato de sodio 4 mg y reiteró los mismos argumentos que utilizó para contestar la demanda de tutela y en ese sentido, solicitó que se exonere a Cosmitet Ltda por no vulnerar los derechos fundamentales de la accionante.  Así mismo, consideró que no debió ordenarse el tratamiento integral a la actora, sin haber autorizado a la entidad al recobro ante el FOSYGA por los gastos en que incurra por la prestación de los servicios que se encuentran por fuera del plan de beneficios de salud (Fls. 77-79). 
6.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.3. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.3.1. De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales o si por el contrario hay lugar a revocarlo.

6.3.2. El derecho a la salud tiene la connotación de fundamental. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte Constitucional concluyó que este es un derecho fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, así lo reiteró en la sentencia T-760 de 2008 donde dijo lo siguiente:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho.”

6.3.4. Según el artículo 49 de la Constitución Política, el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”. El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas.

6.4.   De las pruebas allegadas a la demanda, esta Sala observa que el 22 de noviembre de 2017 la cirujana oftalmóloga Mónica Vargas Barrios valoró a la señora Ángel Valencia por presentar un diagnóstico de “queratoconjuntivitis” y por sospecha de glaucoma, consignando en la historia clínica “PACIENTE QUE ESTA EN TRATAMIENTO CON LAGRICEL, LE ENTREGARON SOLO UNA CAJA, HACE MAS DE UN MES NO TIENE GOTAS, REFIERE MUCHA MOLESTIA EN AMBOS OJOS” (Fl. 21).  El 9 de febrero de 2018, en cita de control, la especialista señaló: “PACIENTE QUE ESTA EN TRATAMIENTO CON LAGRICEL, REFIERE MEJORÍA, SE SIENTE MEJOR HA DISMINUIDO LA SEVERIDAD Y LA FRECUENCIA DE LOS SINTOMAS” (Fl. 19), por lo que le fue ordenado para el tratamiento la “queratoconjuntivitis”, las gotas oftálmicas Lagricel (Hialurato de sodio) (Fl. 16).  Nuevamente, el 18 de mayo de 2018 la actora fue a control con la doctora Vargas Barrios, quien indicó: “PACIENTE QUE ESTA EN TRATAMIENTO CON LAGRICEL, REFIERE MEJORIA SE SIENTE MEJOR, HA DISMINUIDO LA SEVERIDAD Y LA FRECUENCIA DE LOS SINTOMAS.  REFIERE H ACE 2 MESES NO SE LE ENTREGA EL LAGRICEL. SE LO APLICA DE MANERA IRREGULAR POR LO CUAL CONTINUA SINTOMATICA” (Fl. 18) y como consecuencia de dicha valoración, le ordenó a la actora las gotas oftálmicas Lagricel (Fl.15).
6.5.   Insistió el impugnante que Cosmitet Ltda. puede proveer a la señora Ángel  Valencia el producto Toptear Solución Oftálmica como reemplazo del medicamento Lagricel por cuanto el primero está cubierto en el régimen especial al que pertenece la accionante, y de esa manera, explicó las indicaciones de ese tratamiento que al compararlo con el ordenado a la accionante por parte de la especialista, considera que cumple las mismas funciones para el manejo del ojo seco que sufre la señora Ángel Valencia.  Sin embargo, esta Sala no puede atender tal planteamiento, si se tiene en cuenta que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que quien tiene la competencia para determinar cuándo una persona requiere un procedimiento, tratamiento, o medicamento para promover, proteger o recuperar su salud es, prima facie, el médico tratante, por estar capacitado para decidir con base en criterios científicos y por ser quien conoce de primera mano y de manera detallada la condición de salud del paciente. Al respecto, dicha Corporación en la Sentencia T-345 de 2013, señaló lo siguiente:
 
“3.2. La importancia que le ha otorgado la jurisprudencia al concepto del médico tratante se debe a que éste (i) es un profesional científicamente calificado; (ii) es quien conoce de manera íntegra el caso de su paciente y las particularidades que pueden existir respecto de su condición de salud y (iii) es quién actúa en nombre de la entidad que presta el servicio.[17]
 
En consecuencia, es la persona que cuenta con la información adecuada, precisa y suficiente para determinar la necesidad y la urgencia de un determinado servicio a partir de la valoración de los posibles riesgos y beneficios que este pueda generar y es quién se encuentra facultado para variar o cambiar la prescripción médica en un momento determinado de acuerdo con la evolución en la salud del paciente.
 
En este orden de ideas, siendo el médico tratante la persona facultada para prescribir y diagnosticar en uno u otro sentido, la actuación del Juez Constitucional debe ir encaminada a impedir la violación de los derechos fundamentales del paciente y a garantizar el cumplimiento efectivo de las garantías constitucionales mínimas, luego el juez no puede valorar un procedimiento médico.[18] Por ello, al carecer del conocimiento científico adecuado para determinar qué tratamiento médico requiere, en una situación dada, un paciente en particular podría, de buena fe pero erróneamente, ordenar tratamientos que son ineficientes respecto de la patología del paciente, o incluso, podría ordenarse alguno que cause perjuicio a la salud de quien busca, por medio de la tutela, recibir atención médica en amparo de sus derechos, tal como podría ocurrir en el caso concreto.[19]
 
3.3. Por lo tanto, la condición esencial para que el juez constitucional ordene que se suministre un determinado procedimiento médico o en general se reconozcan prestaciones en materia de salud, es que éste haya sido ordenado por el médico tratante, [20] pues lo que se busca es resguardar el principio según el cual, el criterio médico no puede ser remplazado por el jurídico, y solo los profesionales de la medicina pueden decidir sobre la necesidad y la pertinencia de un tratamiento médico.[21] 
 
Por supuesto, hay casos en los que, con mayor evidencia técnica y científica puede controvertirse la posición del médico tratante. Esto fue recogido por la sentencia T-344 de 2002[22] al establecer que para que el dictamen del médico pueda ser legítimamente controvertido “la opinión de cualquier otro médico no es suficiente. La base de la decisión negativa con​traria a lo prescrito por el médico que ha tratado al paciente debe ser más sólida, por lo que ha de fundarse, por lo menos en: (1) la opinión científica de expertos en la respectiva especialidad, (2) la historia clínica del paciente, esto es, los efectos que concretamente tendría el tratamiento solicitado en el accionante”.(…)
 
Así las cosas, existen casos en los que se pueden desatender las órdenes de los médicos tratantes y ello es constitucionalmente legítimo en tanto la decisión contraria a lo prescrito por el médico tratante  (i) se fundamente en la mejor información técnica o científica (ii) en la historia clínica del paciente, y las particularidades relevantes del caso concreto, estipulando claramente las razones por las cuales ese determinado servicio de salud ordenado no es científicamente pertinente o adecuado y (iii) especialmente cuando está en riesgo la vida y la integridad personal del paciente.
 
De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera que es la oftalmóloga tratante que atiende a la señora  Ángel Valencia es la que tiene el conocimiento tanto técnico como científico para continuar ordenando a la actora el medicamento Lagricel (hialuronato de sodio) y en tal virtud, corresponde a Cosmitet Ltda. suministrar a su afiliada tales gotas.

6.6. Ahora bien, con respecto al tratamiento integral ordenado  por el A quo para el tratamiento para la patología de “queratoconjuntivitis”  sufrida por la señora Ángel Valencia, esta Sala avala tal decisión, toda vez que en este asunto específico la tutelante es una persona de 67 años de edad
, sujeto de especial protección constitucional, quien encuentra menguada su salud ante las enfermedades que ahora la aquejan.  De tal manera, que corresponde a Cosmitet Ltda. garantizarle todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil y con calidad, así mismo, que la atención abarque no sólo los que se encuentren dentro del listado del plan obligatorio salud, sino aquellos que los médicos tratantes consideren pertinentes para restablecer la salud del paciente o para aminorar sus dolencias y que permita llevar una vida en condiciones dignas, así se encuentren excluidos del plan de beneficios, a tal conclusión se llega con fundamento en el precedente de la Corte Constitucional en la que se refirió a que por el principio de integralidad en materia de salud es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:
 
“(…) (i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.[19]
 
6.2. Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

(…) 
En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria[21], esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta.
6.7. En lo atinente a la orden de recobro al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio-FIDUPREVISORA S.A, a fin de que le sean reembolsados los gastos en que incurra Cosmitet Ltda. para el cumplimiento del servicio integral ordenado por el a quo y que no esté obligado a asumir la entidad accionada, por estar excluidos del plan de atención que tiene el afiliado-accionante; es necesario establecer que la Corte Constitucional
 y esta Sala de decisión
 han abordado el tema, concluyendo que el recobro no es una situación que deba debatirse a través del mecanismo excepcional de tutela, ya que las entidades de salud cuentan con los mecanismos y procedimientos idóneos para acceder al reembolso de los dineros de manera directa, sin que medie orden judicial que así lo declare. Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-760-08 manifestó lo siguiente:
“..(ii) no se podrá establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se debe autorizar el recobro ante el Fosyga como condición para autorizar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir. La EPS debe acatar oportunamente la orden de autorizar el servicio de salud no cubierto por el POS y bastará con que en efecto el administrador del Fosyga constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC.”
Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno a las órdenes emitidas por el juez de primer nivel y en tal virtud, confirmará el fallo proferido por el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley. 

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 10 de julio de 2018 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Martha Ángel Valencia en contra de Cosmitet LTDA., en lo que fue materia de impugnación.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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